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De esa forma se tiene que de las cuatro peticiones de las cuales se invoca amparo constitucional dos ya tienen respuesta y las restantes continúan a la espera de la información solicitada, en virtud de lo cual se analizarán en primer lugar aquellas de las cuales se debe impartir un pronunciamiento de fondo y posteriormente las que podrían conllevar la configuración de un hecho superado. 

(…)

Por lo tanto, y conforme a la respuesta emitida por la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña y el silencio que guardó frente a la segunda solicitud, esta Sala considera que esa dependencia faltó a su deber de dar una respuesta de fondo a lo deprecado, toda vez que la única información suministrada se fundamenta en la falta de un documento para acceder a lo solicitado, sin señalar a la peticionaria el plazo en el que se resolvería lo pedido, ni una expectativa razonable de que así se haría. 

(…)

Se concluye entonces que las señoras Elizabeth Pabón Rojas y Alba María Toro Toro no han recibido contestación alguna a sus requerimientos antes citados.  De tal manera, que si la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña consideraba que no contaba con la documentación necesaria para dar una respuesta de fondo, debió haber dado aplicación al parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 que se citó previamente, actuación que echa de menos esta Sala, lo que vulnera el derecho fundamental de petición de las accionantes.

(…)

Lo contrario sucede con las peticiones elevadas por Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y Fanny Vega Navas, las cuales habían superado el término para emitir una respuesta al momento de instaurar las solicitudes de amparo constitucional, no obstante, la mora en que se incurrió fue superada por la respuesta impartida y puesta en conocimiento del apoderado a través del correo electrónico dispuesto para tal fin. 
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia en forma acumulada de las acciones de tutela promovidas por el abogado Yheferzon Yhowan Ramírez Hernández, apoderado judicial de los ciudadanos Elizabeth Pabón Rojas, Alba María Toro Toro, Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y Fanny Vega Navas, contra las Fiscalías 3ª Seccional de Ocaña - Norte de Santander, 17 Seccional de Valledupar – Cesar y 1ª Seccional de Saravena – Arauca, respectivamente, por considerar vulnerados los derechos  fundamentales de petición de sus mandantes.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó el abogado Yheferzon Yhowan Ramírez Hernández, que en calidad de apoderado judicial de Elizabeth Pabón Rojas, Alba María Toro Toro, Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y Fanny Vega Navas que las Fiscalías 3ª Seccional de Ocaña, 17 Seccional de Valledupar y 1ª Seccional de Saravena no han dado respuesta a las petición de sus mandante con fechas:

· Del 15 de agosto de 2018, en representación de Elizabeth Pabón Rojas, ante la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, Norte de Santander, tendiente a que le expidan una constancia sobre el proceso en el cual se investiga la muerte en accidente de tránsito del señor Omar Vera Motta, ánsito del señor Omar VEra  una constancia en la cual curse el proceso de muerte en accidente de trsuperado en ese tr










en la cual se indique el nombre completo, identificación, especificando circunstancias de tiempo, modo y lugar, aclarando la calidad que ostentaba el occiso en dicho evento y que el deceso se produjo en un accidente de tránsito informando la placa del vehículo o indicando que no se encuentra identificado. Además, pidió que se oficiara a la Registraduría del Estado Civil o Notaría correspondiente con el fin de registrar la defunción del señor Vera Motta. 
· Del 3 de agosto del año que avanza, en representación de Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez, ante la Fiscalía 17 Seccional de Valledupar, Cesar, tendiente a que le expidan una constancia en la cual curse el proceso de muerte en accidente de tránsito de la señora Olga Raquel Amariz Méndez, donde se indique el nombre completo, identificación, circunstancias de tiempo, modo y lugar, aclarando la calidad que ostentaba la occisa en dicho evento y que la muerte fue producto a un accidente de tránsito informando la placa del vehículo o indicando que no se encuentra identificado. Así mismo, requiere oficiar a la Registraduría del Estado Civil o Notaría correspondiente con el fin de registrar la defunción de la citada. 
· Del 16 de agosto del año que avanza, en representación de Alba María Toro Toro, ante la Fiscalía 3 Seccional de Ocaña, Norte de Santander, tendiente a que le expidan certificación de los hechos ocurridos para el 18 de mayo de 2018, en el que falleció como consecuencia de un accidente de tránsito el señor Hugo Fernando Toro, identificado con la cédula de ciudadanía No. 13.175.414, actuaciones registradas en el proceso bajo No. 544986106113201885268.

· Del 10 de agosto del año que avanza, en representación de Fanny Vega Navas, ante la Fiscalía 1 Seccional de Saravena, Arauca, con el fin de obtener copia informal de todas las piezas procesales y actuaciones realizadas en el proceso radicado bajo No. 810656105690201780068, adelantado como consecuencia de un accidente de tránsito donde fallece el señor Luis Ernesto Luna Vega.  
Por lo anterior, solicitó el amparo de los derechos fundamentales de petición, acceso a documentos públicos y a recibir información de los representados y en consecuencia, se ordene a las Fiscalías accionadas que den respuesta de fondo a lo pedido.

2.2. Allegó con las demandas de amparo los documentos que sustentan sus pretensiones.
2.3. Mediante autos del 11, 13 y 14 de septiembre de 2018 se avocó el conocimiento a prevención de las presentes demandas de amparo y se ordenó correr traslado de las mismas a las autoridades accionadas. Aunado a ello, mediante auto del 21 de septiembre de 2018, se dispuso vincular al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Aguachica, Cesar, en el expediente radicado No. 2018-00183.
2.4. El 20 de septiembre de 2018 el abogado Yheferzon Yhowan Ramírez Hernández radicó un escrito en el correo electrónico de esta Sala, mediante el cual informó que la Fiscalía accionada había dado respuesta a la señora Elizabeth Pabón Rojas, no obstante, indicó que la misma no es de fondo en el entendido que la entidad requerida omitió referirse a las diferentes solicitudes elevadas, por ello, insiste en que no se declare el hecho superado en ese trámite. La entidad vinculada informó que el 24 de septiembre del año en curso procedió a remitir a la Fiscalía solicitante el informe pericial de necropsia médico legal correspondiente al señor Omar Vera Motta. 
2.5. Por el contrario, en los expedientes 2018-00184 (Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez) y 2018-00191 (Fanny Vega Navas), obran respuestas de las Fiscalías 17 Seccional de Valledupar y 1ª Seccional de Saravena
, que resuelven de fondo las solicitudes deprecadas y fueron notificadas al correo electrónico que el solicitante aportó con tal finalidad. 
2.6. Finalmente, en el expediente 2018-00189 (Alba María Toro Toro), a pesar de haber sido notificada la demanda a la accionada, la misma guardó silencio durante el trámite.

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991, y 306 de febrero de 1992.

3.2. El artículo 2.2.3.1.2.1 de Decreto 1069 de 2015  fue modificado  por el artículo 1º del  Decreto Nacional 1983 de 2017 el que para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991,  señaló que conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:  “(…) 5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional del autoridad jurisdiccional accionada (…)”.

Al respecto la Corte Constitucional ha indicado: “En efecto, la Sala debe reiterar
 que de conformidad con el artículo 86 de la Carta Política todos los jueces son competentes para conocer de acciones de tutela, la cual es a prevención conforme lo dispone el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, preceptos éstos que difieren de lo consagrado por el Decreto Reglamentario 1382 de 2000 que establece reglas de simple reparto y no de competencia.
 En esa misma decisión la Corte entendió que una vez el juez avoca el conocimiento de una acción interpuesta radicándose de esa manera la competencia (a prevención) “conforme al principio perpetuatio jurisdictionis (tal competencia) no puede ser alterada, dado que si ello ocurriera se afectarían gravemente la finalidad de la acción de tutela, cual es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.

En este orden de ideas, el juez individual o colegiado de instancia en quien se radicó la competencia para decidir la acción de tutela no puede, so pretexto de observar una regla de reparto
, suspender el trámite constitucional y omitir el pronunciamiento respectivo. En este contexto tiene aplicación la prohibición contenida en el artículo 86 Superior al establecer que “En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.”

Por lo anterior, esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, pese a que las autoridades judiciales accionadas se encuentran en los municipios de Valledupar (Cesar), Ocaña (Norte de Santander) y Saravena (Arauca).  Además, por cuanto el motivo que llevó al abogado de sus representados a promover las demandas de amparo surge de un trámite administrativo atribuido a las Fiscalías delegadas y no al proferimiento de una decisión judicial, caso en el cual, se deberían remitir las diligencias al superior jerárquico de esas células judiciales. 

3.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.4. Con respecto al derecho de petición la Ley 1755 de 2015, señaló lo siguiente en los artículos 13 y 14:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.
 
Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.”
3.5.  En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición. Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

3.6.  DEL CASO EN CONCRETO

3.6.1. En el caso sub examine, observa la Sala que los ciudadanos Elizabeth Pabón Rojas, Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez, Alba María Toro Toro y Fanny Vega Navas, por intermedio de su abogado, acudieron al juez constitucional en aras de obtener de las Fiscalías 3ª Seccional de Ocaña, 17 Seccional de Valledupar y 1ª Seccional de Saravena, respuestas a sus peticiones que fueron recibidas en esos despachos el 15, 03, 16 y 10 de agosto de agosto de 2018, respectivamente, en las que se habían solicitado que se expidieran sendas  certificaciones de las actuaciones registradas dentro de diferentes procesos relacionados con muertes violentas en accidentes de tránsito. 
3.6.2. Estando en trámite la presente demanda de amparo, la Fiscalías 17 Seccional de Valledupar y 1ª Seccional de Saravena, manifestaron haber dado respuesta a los peticionarios, lo cual fue confirmado por la oficina jurídica del apoderado judicial de Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y Fanny Vega Navas. En el mismo sentido respondió la Fiscalía 3 Seccional de Ocaña respecto de la petición elevada a nombre de Elizabeth Pabón Rojas, donde se dijo que no se podría expedir la constancia solicitada porque el Instituto de Medicina Legal con sede en Aguachica, Cesar, no había remitido la necropsia del señor Omar Vera Mota (Fl. 42 frente y vuelto). Razón por la cual su apoderado manifestó que la respuesta misma no es de fondo en el entendido que se omitió expedir la certificación deprecada. Por último, se guardó silencio respecto del traslado de la demanda de Alba María Toro Toro. 
3.6.2.1. De esa forma se tiene que de las cuatro peticiones de las cuales se invoca amparo constitucional dos ya tienen respuesta y las restantes continúan a la espera de la información solicitada, en virtud de lo cual se analizarán en primer lugar aquellas de las cuales se debe impartir un pronunciamiento de fondo y posteriormente las que podrían conllevar la configuración de un hecho superado. 
3.6.3. Frente a las peticiones presentadas por los ciudadanos, es deber de  las autoridades responderlas dentro del plazo establecido por la ley, resolviendo de fondo y claramente lo pedido, tal como lo indicó el legislador y la Corte Constitucional en la norma y jurisprudencia antes relacionadas. En igual sentido, en la Sentencia T-329 de 2011 dicha Corporación indicó que la violación del derecho de petición puede dar lugar a incoar una acción de tutela para lo cual se exigen los dos extremos fácticos siguientes que han de cumplir con rigor, así:
“Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada. 

 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición.”

3.6.4. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, esta Sala observa en la foliatura la copia del escrito con fecha 15 de agosto de 2018
, dirigido a la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, Norte de Santander, en la cual la señora Elizabeth Pabón Rojas, a través de apoderado, solicitó que le expidieran: 
“… constancia penal, en la cual curse el proceso de muerte en accidente de tránsito del señor Omar Vera Motta, donde se deberá indicar el nombre completo, número de identificación, especificando circunstancias de tiempo, lugar y modo, (choque, volcamiento o atropello), y aclarando de igual manera la calidad que ostentaba el hoy occiso he dicho evento, es decir, conductor, ocupante o peatón; y aclarando que fue producto de un Accidente de Tránsito (aclarando por lo menos placa del vehículo, si no tiene datos del vehículo por favor indicar que en el expediente no se encuentra identificado).
… sírvase oficiar a la Registraduría del Estado Civil y/o Notaría correspondiente con el fin de registrar la defunción del señor Omar Vera Motta.”

En igual sentido, obra la copia del escrito con fecha 16 de agosto de 2018
, dirigido a la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, Norte de Santander, en la cual la señora Alba María Toro Toro, a través de apoderado, solicitó: 

“… solicito Constancia Penal, en la cual curse el proceso de muerte en accidente de tránsito del señor Hugo Fernando Toro, donde se deberá indicar el nombre completo, número de identificación, especificando circunstancias de tiempo, lugar y modo, (choque, volcamiento o atropello), y aclarando de igual manera la calidad que ostentaba el hoy occiso en dicho evento, es decir, conductor, ocupante o peatón; y aclarando que fue producto de un Accidente de Tránsito (aclarando por lo menos la placa del vehículo, si no tiene datos del vehículo por favor indicar que en el expediente no se encuentra identificado).”
3.6.5. De acuerdo a lo anterior, el apoderado de las peticionarias acreditó haber elevado derechos de petición los cuales quedaron radicados el 15 y 16 de agosto de 2018 en la Fiscalía 3ª de Ocaña, lo que significa que el accionante cumplió con la carga de la prueba de la solicitud elevada con el fin de establecer a qué autoridad le corresponde responder la misma, toda vez que no basta que el tutelante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta, sino que es necesario demostrar tal afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia T - 997 de 2005, cuando determinó lo siguiente:    

 

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”
3.6.6. Así mismo, obra en el expediente copia del oficio No.514 del 14 de septiembre de 2018 (Folio 43 vuelto – Rad. 2018-00183), suscrito por la Asistente de Fiscal II de la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, mediante el cual informó al abogado Ramírez Hernández que su petición de CONSTANCIA PENAL respecto del fallecimiento del señor Omar Vera Motta: “… se está a la espera de la necropsia del occiso que debe ser remitida por el INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES DE AGUACHICA. CESAR.” (Fl. 42 frente y vuelto). Además, se allegó respuesta de la entidad vinculada en la cual se informa que el solicitado informe de necropsia ya fue remitido a la Fiscalía solicitante. Ahora, en cuanto a la petición relacionada con la accionante Alba María Toro Toro, de la misma no obra respuesta alguna a la demanda. 

Por lo dicho, consideró el accionante que en el primer caso no existe una respuesta de fondo en el entendido que se dejaron sin resolver las dos solicitudes incoadas para obtener una certificación del proceso y un trámite de registro de defunción.

3.6.7. Enfrentadas así las partes, se hace necesario reiterar que el artículo14 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por la Ley 1755 de 2015, establece los términos para resolver las diferentes solicitudes y, en su parágrafo, establece como excepción: “Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.” (Subrayado propio).
3.6.8. Por lo tanto, y conforme a la respuesta emitida por la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña y el silencio que guardó frente a la segunda solicitud, esta Sala considera que esa dependencia faltó a su deber de dar una respuesta de fondo a lo deprecado, toda vez que la única información suministrada se fundamenta en la falta de un documento para acceder a lo solicitado, sin señalar a la peticionaria el plazo en el que se resolvería lo pedido, ni una expectativa razonable de que así se haría. 
3.6.9. Se concluye entonces que las señoras Elizabeth Pabón Rojas y Alba María Toro Toro no han recibido contestación alguna a sus requerimientos antes citados.  De tal manera, que si la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña consideraba que no contaba con la documentación necesaria para dar una respuesta de fondo, debió haber dado aplicación al parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 que se citó previamente, actuación que echa de menos esta Sala, lo que vulnera el derecho fundamental de petición de las accionantes.

3.6.10. Por lo anterior, se tutelará el derecho fundamental de petición a la señora Elizabeth Pabón Rojas y a la señora Alba María Toro Toro y en tal virtud, se ordenará a la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, Norte de Santander, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación del presente fallo, responda a las accionantes las peticiones del 15 y 16 de agosto de 2018, en los términos señalados en las leyes antes trascritas. Por demás, la entidad vinculada dio respuesta acatando la solicitud que le había elevado la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, remitiendo el informe pericial de necropsia médico legal necesario para expedir la constancia, razón por la cual será desvinculada de la actuación. 
3.6.11.  De todos modos, esta Sala debe precisar al accionante que el ejercicio del derecho petición no significa que el mismo lleve implícito una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente: 

“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)

3.7. Lo contrario sucede con las peticiones elevadas por Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y Fanny Vega Navas, las cuales habían superado el término para emitir una respuesta al momento de instaurar las solicitudes de amparo constitucional, no obstante, la mora en que se incurrió fue superada por la respuesta impartida y puesta en conocimiento del apoderado a través del correo electrónico dispuesto para tal fin. 

3.7.1. Así las cosas, esta Sala considera que no hay necesidad de emitir un pronunciamiento al haberse configurado una carencia actual de objeto en ambos expedientes, y por ende, no está llamada a proferir orden alguna en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por los actores, según lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”
3.6.4. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 

 

(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.

(...) El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”[7].  (Subrayas nuestras)
Por lo anterior y frente a la actuación de las Fiscalías 17 Seccional de Valledupar y 1ª Seccional de Saravena, esta Sala concluye que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y Fanny Vega Navas desapareció, no existiendo orden alguna que impartir.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición a las señoras Elizabeth Pabón Rojas y Alba María Toro Toro.
SEGUNDO: Consecuente con lo anterior, se ORDENA a la Fiscalía 3ª Seccional de Ocaña, Norte de Santander, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación del presente fallo, responda a la señora Elizabeth Pabón Rojas su petición del 15 de agosto de 2018 y a la señora Alba María Toro Toro su petición del 16 de agosto de 2018.

TERCERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO dentro de las acciones de tutela presentadas por el señor Ciro Melquiades Ibarra Rodríguez y la señora Fanny Vega Navas en contra de la Fiscalía 17 Seccional de Valledupar y 1ª Seccional de Saravena respectivamente, de conformidad con lo considerado en este proveído.  
CUARTO: Desvincular del presente trámite al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses del municipio de Aguachica, Cesar.
QUINTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Radicado 2018-00191, folios 36 a 39. Se advierte que con la respuesta, a folio 37, se anexó otro oficio dirigido al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Arauca que no guarda relación con el objeto de la acción de amparo.  


� Cfr. Auto 015A de 2005 M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� En el Auto 009A de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, la Sala Plena de la Corte Constitucional precisó que “(…) el Decreto 1382 de 2000 no es la norma legal que establece cuál es el despacho competente para conocer un proceso de acción de tutela. El momento procesal en que las normas del Decreto 1382 de 2000 son aplicables es cuando se va efectuar el trámite administrativo de reparto de procesos de acción de tutela entre los diferentes jueces competentes.”


� Cfr Corte Constitucional. Auto 009A de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Cfr. Artículos 15 y 29 del Decreto 2591 de 1991


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Radicado 2018-00183, folios 7 al 31.


� Radicado 2018-00189, folios 7 al 28.
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